
12076 REAL DECRETO 1446/1976, de 23 de junio, por el 
que se concede la Banda de la Orden Civil de 
Alfonso X el Sabio a doña Blanca de Aragón y 
Carrillo de Albornoz.

En atención a los méritos y circunstancias que concurren en 
doña Blanca de Aragón y Carrillo de Albornoz,

Vengo en concederle la Banda de la Orden Civil de Al­
fonso X el Sabio. 

Dado en Madrid a veintitrés de junio de mil novecientos 
setenta y seis.

JUAN CARLOS
El Ministro de Educación y Ciencia,

CARLOS ROBLES PIQUER

12077 REAL DECRETO 1447/1976, de 23 de junio, por el 
que se concede la Gran Cruz de la Orden Civil de 
Alfonso X el Sabio a don Miguel Romero Moreno.

En atención a los méritos y circunstancias que concurren 
en don Miguel Romero Moreno.

Vengo en concederle la Gran Cruz de la Orden Civil de Al­
fonso X el Sabio.

Dado en Madrid a veintitrés de junio de mil novecientos 
setenta y seis.-

JUAN CARLOS
El Ministro de Educación y Ciencia,

CARLOS ROBLES PIQUER

12078 ORDEN de 6 de febrero de 1976 por la que se de­
clara lesivo para el interés público el acuerdo adop­
tado por el Jurado Provincial de Expropiación For­
zosa de Lugo sobre el justiprecio de un local de ne­
gocio adosado a la muralla romana.

Ilmo. .Sr.: Visto el expediente de que se hará mérito y re­
sultando que por Decretos 1923/1971, de 8 de julio («Boletín 
Oficial del Estado» de 18 de agosto) y 2236/1971, de 13 de agosto 
(«Boletín Oficial del Estado» de 23 de septiembre), se declaró 
respectivamente la utilidad pública a efectos de expropiación 
forzosa y la urgencia de la ocupación de los inmuebles ado­
sados a la muralla romana de Lugo, incluida en el Catálogo 
de Monumentos Histórico-Artísticos; figurando entre los afec­
tados por dichos Decretos doña Amalia Mazoy Rodríguez, como 
titular del valor comercial y derecho de arrendamiento de 
un local destinado a oficina de farmacia y perfumería situa­
do en la planta baja de la finca señalada con los números 1 y 3 
de la Ronda de los Caídos de dicha ciudad;

Resultando que levantada el acta previa de ocupación y ha­
biéndose hecho pago de la cantidad fijada como indemnización 
por el carácter de urgencia del expediente expropia torio, y ocu­
pada la finca en cuestión, se procedió a formar la oportuna pieza 
separada de justiprecio en cuanto al local de negocio indicada, 
por no haberse podido llegar a un acuerdo amistoso entre la 
Administración y el expropiado; en cuya pieza el Perito de la 
Administración valoró los derechos de que queda hecha men­
ción en la cantidad de 4.000.854 pesetas; en tanto que el expro­
piado los estió en 17.839.186 pesetas.

Resultando que remitidas las actuaciones al Jurado Provin­
cial de Expropiación Forzosa de Lugo este organismo en sesión 
celebrada el día 14 de noviembre de 1974, dictó acuerdo por 
virtud del cual fijó el justiprecio de los derechos en cuestión 
en 15.710.192 pesetas con 40 céntimos, más el interés legal del 
4 por 100 de dicha total cantidad desde la fecha siguiente al día 
de la ocupación hasta quélla en que tenga lugar el pago del 
justiprecio;

Resultando que la notable desproporción existente entre la va­
loración de la Administración y la señalada por el Jurado Pro­
vincial de Expropiación pone de manifiesto una lesión econó­
mica para el interés público, muy superior en más de una sex­
ta parte, a lo alegado en trámite oportuno, lo que unido a las 
infracciones legales cometidas por el propio Jurado y de que 
luego se tratará aconsejan la declaración de lesividad de dicho 
acuerdo a efectos de su ulterior impugnación en la vía conten- 
cioso-admínistrativa;

Vistos la Ley de expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 
1954, Reglamento para su aplicación de 26 de abril de 1957, Ley 
de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, Ley de 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 
1956 y demás disposiciones de general aplicación, y

Considerando que la Administración podrá anular de oficio 
sus propios actos constitutiva de derechos, previa declaración 
de lesividad para el interés público y su ulterior impugnación 
ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, según lo dis­
puesto en el artículo 110.1 de la Ley de Procedimiento Adminis­
trativo en relación con el 56 de la de la Jurisdicción Conten­
cioso-Administrativa y con el 126.2 de la de Expropiación For­
zosa, conforme al cual ambas partes es decir, Administración 
y expropiado, podrán interponer recurso contenctoso-adminis- 
trativo contra los acuerdos que sobre el justiprecio se adopten, 
debiendo fundarse el recurso en lesión cuando la cantidad fijada 
por tal concepto sea interior o superior en más de una sexta 
parte a la que se haya alegado por el recurrente en trámite 
oportuno;

Considerando que si bien la Jurisprudencia tiene establecido 
que las decisiones de los Jurados de Expropiación se presumen 
justas con presunción «juris tantum», esta misma jurisprudencia 
determina también que equellas decisiones «deben quebrar» cuan­
do en la adopción del acuerdo se incurra en una «infracción le­
gal, en un error de hecho o técnico o en una desafortunada 
apreciación de la prueba»; ante cuya trilogía de supuestos cede la 
intangibilidad de tales acuerdos y pueden corregirlos las Salas 
de lo Contencioso para adecuarlos a la realidad de las cosas 
y determinar el justiprecio de los bienes y derechos a que aque­
llos se contraen (sentencias de 15 de febrero de 1968, 21 de mar­
zo de 1969, 4 de noviembre de 1970, 7, 10 y 16 de noviembre de 
1972 y 4. 7 y 12 de octubre de 1974);

Considerando que resueltas estas premisas previas las cues­
tiones de fondo que se plantean en este expediente se reducen a 
determinar;

a) Si el acuerdo del Jurado Provincial de Expropiación For­
zosa de Lugo contiene infracción de las normas legales de obli­
gada observancia para la fijación del justiprecio en los casos re­
lativos a edificaciones urbanas y locales de negocio.

b) Si como secuela de tales infracciones se ha producido una 
lesión económica para el interés público superior en más de una 
sexta parte al precio alegado por la Administración en trámite 
oportuno.

c) Si, en consecuencia, dicho acuerdo debe ser anulado para 
dejar sin efecto el justiprecio en cuestión y señalar en su lugar 
el que realmente corresponde;

 Considerando que el Jurado Provincial de Expropiación For­
zosa de Lugo en el acuerdo adoptado el día 14 de noviembre de 
1974 para fijar el justiprecio de un local destinado a farmacia 
de que era titular doña Amalia Mazoy Rodríguez, situado en 
la Ronda de los Caídos números 1 y 3 a que este expediente 
se refiere, se acoge al sistema excepcional del artículo 43 de la 
Ley de Expropiación Forzosa por estimar que utilizando las nor­
mas de evaluación contenidas en los artículos 38, 39 y 4o de la 
misma Ley se llega a una valoración muy alejada de la reali­
dad.

Considerando que el Jurado de Expropiación de Lugo al 
adoptar su acuerdo de fijación del justiprecio en la forma que se 
deja indicada incurre en las siguientes infracciones de fondo; 
a) Insuficiencia de razonamientos para acogerse al sistema ex­
cepcional del artículo 43 de la Ley; b) Fijación de criterios 
inadecuados para la valoración de locales y actividades comer­
ciales y más concretamente, de oficinas de farmacia; c) Du­
plicidad de conceptos y consiguientemente, duplicidad de la va­
loración de los mismos; d) Aplicación del premio de afección 
sobre conceptos improcedentes;

Considerando que el empleo del sistema excepcional del ar­
ticulo 43 de la Ley ha de hacerse de modo que la resolución del 
Jurado no parezca caprichosa o inmotivada, y a tal efecto, ha 
de tenerse en cuenta que tanto el párrafo 3.° de dicho artículo 
como el número 1.“ del 35 emplean el vocablo «necesariamente», 
lo que indica que la Ley exige aquí de modo ineludible, como 
corresponde al término mencionado, que dicha valoración sea 
fundada de manera suficiente de tal forma que de los antece­
dentes puestos en consideración se deduzca de modo directo y 
preciso, según el juicio lógico, la valoración adoptada por el 
Jurado de Expropiación (sentencia de 4 de febrero de 1959); 
pues lo qué se deduce del expresado artículo 43 es que la fa­
cultad que concede al Jurado se halla condicionada a que pre­
viamente estime y razone suficientemente que existe una notoria 
disconformidad del valor real del bien expropiado, ya con el 
resultante, ya con el que resultaría por aplicación de los cri­
terios estimativos que se fijan en los artículos 37 al 42 de Ja 
Ley (sentencia de 8 de noviembre de 1974).

Considerando que a la luz de lo expuesto se echa de ver la 
carencia de los apuntados requisitos en el caso que nos ocupa, 
ya que el Jurado de Lugo para acogerse al sistema del articu­
lo 43, se limita a decir de una parte que la evaluación practi­
cada conforme a las normas contenidas en los artículos 38 al 40 
de la Ley, arrojan resultados muy alejados del valor real de 
los bienes y derechos objeto de la expropiación, y luego al apli­
car el mencionado artículo, sólo hace una exposición. general 
de los factores que afirma tener en cuenta pero sin llegar a Ja 
precisión necesaria que la Ley exige, de manera que podamos 
conocer Jos elementos productores de las cifras consignadas en 
la valoración y sí únicamente la utilización de criterios des­
provistos de rigor y detalle e inadecuados además para llegar 
a esa pretendida evaluación;

Considerando que la Jurisprudencia del Tribunal Supremo en 
sentencia, entre otras de 22 de octubre de 1974, establece al 
respecto que los criterios que han de tenerse en cuenta para 
la valoración de los «locales comerciales destinados a oficina 
de farmacia» son: a) Perjuicios por disminución de ventas; b) va­
lor dé un nuevo local en traspaso; c) indemnización por inte­
rrupción de actividades; d) gastos de traslado; y si comparamos 
estos criterios con los utilizados por el Jurado de Lugo (Indemni­
zación por pérdida de local, gastos motivados por la liquida­
ción del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, diferen­
cias de rentas del local antiguo al nuevo, acondicionamiento 
del nuevo local, gastos de traslado y deterioro de mercancías, 
indemnización por diferencia de superficie entre el local expro­
piado y el nuevo, y perjuicios derivados de la cesación temporal


